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Apuntes de Derecho Administrativo. Gestión de la Seguridad. 
Derechos fundamentales y actuaciones de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado.  
 La garantía de los derechos fundamentales es esencial  para una correcta gestión de la 
Seguridad, porque la efectividad de las medidas que se adopten depende de que sean 
legales y respeten los derechos fundamentales, porque de otra forma estarán viciadas de 
ilegalidad, y en el caso de constituir una vulneración de derechos estarán sancionadas 
con la nulidad.  
Por ello la relevancia de estudiar los derechos fundamentales afectados por las 
actuaciones policiales. Por otro lado, hay que considerar que estos derechos 
fundamentales pueden verse afectados tanto por actuaciones preventivas de la policía 
(diligencias de prevención), como por actuaciones que persiguen obtener una prueba 
que sirva para el posterior proceso penal (la llamada prueba preconstituida) 
 Derechos Fundamentales  
 
A) LIBERTAD Y SEGURIDAD 
 
B) DERECHO A LA VIDA, A LA INTEGRIDAD FÍSICA Y MORAL. 
PROHIBICIÓN DE TORTURAS Y TRATOS INHUMANOS.  
 
C) DERECHO AL HONOR, A LA INTIMIDAD,  LA PROPIA IMAGEN. 
INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO Y SECRETO DE LAS 
COMUNICACIONES. 
 
D) DERECHO DE REUNIÓN. MANIFESTACIONES Y HUELGAS 
 
 
 
 Actuaciones policiales 
 
A) DILIGENCIAS PREVENTIVAS DE LA POLICIA 
 
B) PRUEBA PRECONSTITUIDA DE LA POLICIA JUDICIAL 
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A) LIBERTAD Y SEGURIDAD 
Art. 17. CE.  
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede 
ser privado de su libertad, sino con la observancia de lo establecido en este 
artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley. 
2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente 
necesario para la realización de las averiguaciones tendentes al 
esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de 
setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a 
disposición de la autoridad judicial. 
3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de 
modo que le sea comprensible, de sus derechos y de las razones de su 
detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia 
de abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los 
términos que la ley establezca. 
4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la 
inmediata puesta a disposición judicial de toda persona detenida 
ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración 
de la prisión provisional. 
Art. 5 CEDH.  
Derecho a la libertad y a la seguridad 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. 
Nadie puede ser privado de su libertad, salvo en los casos siguientes 
y con arreglo al procedimiento establecido por la ley:8 9 
a) Si ha sido privado de libertad legalmente en virtud de una 
sentencia dictada por un tribunal competente; 
b) Si ha sido detenido o privado de libertad, conforme a 
derecho, por desobediencia a una orden judicial o para 
asegurar el cumplimiento de una obligación establecida por 
la ley; 
c) Si ha sido detenido y privado de libertad, conforme a 
derecho, para hacerle comparecer ante la autoridad judicial 
competente, cuando existan indicios racionales de que ha 
cometido una infracción o cuando se estime necesario para 
impedirle que cometa una infracción o que huya después de 
haberla cometido ; 
d) Si se trata de la privación de libertad de un menor en virtud 
de una orden legalmente acordada con el fin de vigilar su 
educación o de su detención, conforme a derecho, con el fin 
de hacerle comparecer ante la autoridad competente ; 
e) Si se trata de la privación de libertad, conforme a derecho, 
de una persona susceptible de propagar una enfermedad 
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contagiosa, de en enajenado, de un alcohólico, de un 
toxicómano o de un vagabundo; 
f) Si se trata de la detención o de la privación de libertad, 
conforme a derecho, de una persona para impedir su 
entrada ilegal en el territorio o contra la cual esté en curso 
un procedimiento de expulsión o extradición. 
2. Toda persona detenida debe ser informada, en el plazo más 
breve posible y en una lengua que comprenda, de los motivos de su 
detención y de cualquier acusación formulada contra ella. 
3. Toda persona detenida o privada de libertad en las condiciones 
previstas en el párrafo 1 c), del presente artículo deberá ser conducida 
sin dilación ante un juez u otra autoridad habilitada por la ley para 
ejercer poderes judiciales y tendrá derecho a ser juzgada en un 
plazo razonable o a ser puesta en libertad durante el procedimiento. 
La puesta en libertad puede ser condicionada a una garantía que 
asegure la comparecencia del interesado a juicio. 
4. Toda persona privada de su libertad mediante arresto o 
detención tendrá derecho a presentar un recurso ante un órgano 
judicial, a fin de que se pronuncie en breve plazo sobre la legalidad 
de su detención y ordene su puesta en libertad si dicha detención 
fuera ilegal. 
5. Toda persona víctima de un arresto o detención contrarios a las 
disposiciones de este artículo tendrá derecho a una reparación. 
 
Art. 6 CDFUE.  
Derecho a la libertad y a la seguridad 
Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. 
 
Problemas de plazos en España.  
Art. 17.2 CE. 
1
 
Plazo máximo de detención: el tiempo estrictamente necesario para la realización de las 
averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos/ No más de 72 horas 
Art. 489 LECrim. La detención se realizará en los casos y en la forma que las leyes 
establezcan.
2
 
La detención puede ser judicial (arts. 420, 487, 494 y 684 LECrim) de los cuerpos de 
seguridad (art. 492 LECrim), y puede ordenarla el Ministerio Fiscal (art. 5.II EOMF), o 
detener a cualquier persona (art. 490 y 491 LECrim).  
                                                          
1Art. 17.2 CE: “La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente escenario para lar 
realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo 
máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad 
judicial” 
2
 Art. 489 LECrim: “Ningún español ni extranjero podrá sr detenido sino en los casos y en la forma que 
las leyes prescriban” 
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Art. 496 LECrim. Plazo general de 24 horas. 
3
 
Art. 520.1 LECrim. La detención no puede durar más del tiempo estrictamente 
necesario para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los 
hechos; y dentro de los plazos establecido en la lay y en todo caso en el plazo máximo 
de 72 horas el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición judicial.
4
 
Art. 520 bis LECrim: Se establece un plazo de 72 horas prorrogables con autorización 
judicial por otras 48 horas como máximo para los casos de personas integradas o 
relacionas con bandas armadas o individuos terroristas o rebeldes (Se trata de una 
aplicación de la suspensión individual de derechos del art. 55.2 CE).
5
  
 
 
B) DERECHO A LA VIDA, A LA INTEGRIDAD FÍSICA Y MORAL. 
PROHIBICIÓN DE TORTURAS Y TRATOS INHUMANOS.  
 
Art. 15 CE.  
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún 
caso, puedan ser sometidos a tortura ni a penas o tratos inhumanos o 
degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan disponer las 
leyes penales militares para tiempos de guerra. 
 
Arts. 2, 3 y 4 CEDH 
ARTÍCULO 2 
Derecho a la vida 
1. El derecho de toda persona a la vida está protegido por la ley. 
Nadie podrá ser privado de su vida intencionadamente, salvo en 
ejecución de una condena que imponga la pena capital dictada por 
                                                          
3
 Art. 496 LECrim: “El particular, Autoridad o agente de Policía judicial que detuviera a una persona en 
virtud de lo dispuesto en las precedentes artículos, deberá ponerla en libertad o entregarla al Juez más 
próximo al lugar en que hubiere hecho la detención dentro de las veinticuatro horas siguientes al acto de 
la misma.  
Si demorare la entrega, incurrirá en la responsabilidad que establece el Código Penal, si la dilación 
hubiere excedido de veinticuatro horas” 
4
 Art. 520.1 “La detención y la prisión provisional deberán practicarse en la forma que menos perjudique 
al detenido o preso en su persona, reputación y patrimonio. 
La detención  preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las 
averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos. Dentro de los plazos establecidos en la 
presente Ley, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en 
libertad o a disposición de la autoridad judicial.” 
5
 Art. 520 bis: “Toda persona detenida como presunto partícipe de alguno de los delitos a que se refiere el 
artículo será puesta a disposición del Juez competente dentro de las setenta y dos horas siguientes a la 
detención. No obstante, podrá prolongarse la detención el tiempo necesario para los fines investigadores, 
hasta un límite máximo de otras cuarenta y ocho horas, siempre que, solicitada tal prórroga mediante 
comunicación motivada dentro de las primeras cuarenta y ocho horas desde la detención, sea autorizada 
por el Juez en las veinticuatro horas siguientes. Tanto la autorización cuanto la denegación de la prórroga 
se adoptarán en resolución motivada”  
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un Tribunal al reo de un delito para el que la ley establece esa pena. 
2. La muerte no se considerará como infligida en infracción del 
presente artículo cuando se produzca como consecuencia de un 
recurso a la fuerza que sea absolutamente necesario: 
a) en defensa de una persona contra una agresión ilegítima ; 
b) para detener a una persona conforme a derecho o para 
impedir la evasión de un preso o detenido legalmente ; 
c) para reprimir, de acuerdo con la ley, una revuelta o 
insurrección. 
ARTÍCULO 3 
Prohibición de la tortura 
Nadie podrá ser sometido a tortura ni a penas o tratos inhumanos o 
degradantes. 
ARTÍCULO 4 
Prohibición de la esclavitud y del trabajo forzado 
1. Nadie podrá ser sometido a esclavitud o servidumbre. 
2. Nadie podrá ser constreñido a realizar un trabajo forzado u 
obligatorio. 
3. No se considera como „trabajo forzado u obligatorio“ en el 
sentido del presente artículo: 
a) todo trabajo exigido normalmente a una persona 
privada de libertad en las condiciones previstas por 
el artículo 5 del presente Convenio, o durante su libertad 
condicional ; 
b) todo servicio de carácter militar o, en el caso de objetores de 
conciencia en los países en que la objeción de conciencia 
sea reconocida como legítima, cualquier otro servicio 
sustitutivo del servicio militar obligatorio; 
c) todo servicio exigido cuando alguna emergencia o 
calamidad amenacen la vida o el bienestar de la comunidad; 
d) todo trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones 
cívicas normales 
 
A considerar también el Protocolo nº 13 al CEDH, relativo a la pena de muerte, que prohíbe la 
misma sin excepciones. Fue aprobado el 3 de mayo de 2002, y entró en vigor el 1 de julio de 
2003.  Fue ratificado por España el 16 de diciembre de 2009. 
 
Artículo 2, 3 y 4  CDFUE 
Artículo 2 
Derecho a la vida 
1. Toda persona tiene derecho a la vida. 
2. Nadie podrá ser condenado a la pena de muerte ni ejecutado. 
Artículo 3  
Derecho a la integridad de la persona 
1. Toda persona tiene derecho a su integridad física y psíquica. 
2. En el marco de la medicina y la biología se respetarán en particular: 
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a) el consentimiento libre e informado de la persona de que se trate, de acuerdo 
con las modalidades 
establecidas por la ley; 
b) la prohibición de las prácticas eugenésicas, en particular las que tienen como 
finalidad la selección 
de las personas; 
c) la prohibición de que el cuerpo humano o partes del mismo en cuanto tales se 
conviertan en 
objeto de lucro; 
d) la prohibición de la clonación reproductora de seres humanos. 
Artículo 4 
Prohibición de la tortura y de las penas o los tratos inhumanos o degradantes 
Nadie podrá ser sometido a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. 
 
 
Podemos concluir que aunque es verdad que el art. 17 de la Constitución española 
permite la pena de muerte para los casos de guerra cuando así lo prevean las leyes 
penales militares, no es posible su reintroducción en España, desde el mismo moneto en 
que conforme al art. 10.2 CE debemos interpretar los derechos fundamentales 
reconocidos en la Constitución española de conformidad con los tratados 
internacionales sobre derechos humanos, entre los que destaca el CEDH, y la Carta de 
Derechos Fundamentales de la UE.  
 
 
C) DERECHO AL HONOR, A LA INTIMIDAD,  LA PROPIA IMAGEN. 
INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO Y SECRETO DE LAS 
COMUNICACIONES. 
Art. 18. CE.  
1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la 
propia imagen. 
2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin 
el consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante 
delito. 
3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, 
telegráficas y telefónicas, salvo resolución judicial. 
4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad 
personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos. 
Art. 8 CEDH 
1. Toda persona tiene derecho al respeto de su vida privada y familiar, de su 
domicilio y de su correspondencia. 
2. No podrá haber injerencia de la autoridad pública en el ejercicio de este 
derecho salvo cuando esta injerencia esté prevista por la ley y constituya una 
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medida que, en una sociedad democrática, sea necesaria para la seguridad 
nacional, la seguridad pública, el bienestar económico del país, la defensa del 
orden y la prevención de las infracciones penales, la protección de la salud o de la 
moral, o la protección de los derechos y las libertades de terceros” 
 
Arts. 7 y 8 CDFUE 
Art. 7 CDFUE: 
“Toda persona tiene derecho al respeto de su vida privada y familiar, de su 
domicilio y de sus comunicaciones” 
Art. 8 CDFUE 
1. Toda persona tiene derecho a la protección de los datos de carácter personal 
que la conciernan. 
2. Estos datos se tratarán de modo leal, para fines concretos y sobre la base del 
consentimiento de la persona afectada o en virtud de otro fundamento legítimo 
previsto por la ley. Toda persona tiene derecho a acceder a los datos recogidos 
que la conciernan y a su rectificación. 
3. El respeto de estas normas quedará sujeto al control de una autoridad 
independiente. 
 
 
El derecho al honor es un derecho que “define un ámbito de la vida del individuo inmune a las 
perturbaciones de los poderes públicos y de los terceros. Este derecho de intimidad permite a la 
persona rechazar cualquier intromisión no autorizada en el ámbito de su vida personal, que 
afecte a la valoración que de dicho sujeto se tenga en su ámbito personal o social” (Gómez 
Sánchez, 2011: 241) 
Dado que el derecho al honor depende de las normas sociales, y valores vigentes en cada 
momento, por lo que como ha sostenido nuestro Tribunal Constitucional, “El contenido del 
derecho al honor es lábil y fluido, cambiante, y en definitiva, como hemos dicho en alguna otra 
ocasión, dependiente de las normas, valores e ideas sociales vigentes en cada momento” (STC 
223/1992, de 14 de diciembre). 
En principio el derecho al honor al estar vinculado a la dignidad de la persona, implica un 
carácter personal, lo que motivaría un rechazo de su titularidad por parte de personas jurídicas. 
Sin embargo, la jurisprudencia del TC ha posibilitado de alguna manera que las personas 
jurídicas gocen del derecho al honor, al ser portadoras de prestigio y autoridad moral y buen 
nombre, que  merecen una protección (STC 139/1995, de 26 de septiembre). 
También es importante tener en consideración que el TC parece reconocer el derecho al honor 
de los colectivos, como en el caso del pueblo judío en la STC 214/1991, conocido como el caso 
“Violeta Friedman”.  
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El derecho a la intimidad personal y familiar implica un derecho “a la esfera de lo más 
íntimo y personal del sujeto que éste tiene derecho a reservarse para sí mismo”. De tal forma, 
que el derecho a la intimidad quedaría vulnerado si se hicieran públicas informaciones sobre la 
persona o su familia que no fueran imprescindibles para un fin legítimo que se persiga. (Gómez 
Sánchez, 2011: 425). 
 La titularidad corresponde únicamente a las personas físicas, y es frente a injerencias tanto de 
particulares como de de poderes públicos. No obstante, y a pesar que todas las personas son 
titulares de este derecho, hay que distinguir entre personas físicas privadas y aquellas que tienen 
relevancia pública, pues en su caso el derecho a la intimidad puede verse matizado (Rebollo 
Delgado, 2000: 134).  
El derecho a la propia imagen es “una manifestación tanto el derecho al honor como del 
derecho a la intimidad personal ya que la propia imagen, la figura física de un individuo son al 
carta de presentación de una persona en su entorno social” y comprende “el derecho a controlar 
la difusión del aspecto más externo, el de la figura humana” (Gómez Sánchez, 2011: 427). 
Este derecho a la propia imagen permite decidir acerca de la apariencia o imagen para controlar 
la representación, difusión, publicación o reproducción de la efigie o imagen de la persona, sin 
que pueda ser utilizada sin autorización. Se protege un espacio propio y reservado, conforme a 
las pautas de nuestra cultura, que posibilite una calidad mínima de vida. Pero, este derecho, no 
protege que el sujeto pueda adoptar cualquier imagen (STC 73/1982, de 2 de diciembre)  
La titularidad corresponde a la persona física, no siendo las personas jurídicas titulares de este 
derecho. Además, la relevancia de la actividad profesional, laboral o la misma relevancia 
pública de la persona es un criterio para ponderar la protección del derecho.  
La protección de estos derechos fundamentales (honor, intimidad personal y familiar, y propia 
imagen) está desarrollada en la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del 
derecho al honor, a la intimidad personal y familiar ya  la propia imagen.  
En este sentido es importante tener en consideración los arts. 7 (intromisiones ilegítimas), y la 
protección jurisdiccional (en vía ordinaria, o por el procedimiento preferente y sumario del art. 
43.2 CE) prevista en el art. 9. 
Art. 7.“Tendrán la consideración de intromisiones ilegítimas en el ámbito de protección 
delimitado por el artículo 2 de esta ley: 
1. El emplazamiento en cualquier lugar de aparatos de escucha, de filmación, de 
dispositivos ópticos o de cualquier otro medio apto para grabar o reproducir la vida 
íntima de las personas. 
2. La utilización de aparatos de escucha, dispositivos ópticos, o de cualquier otro 
medio para el conocimiento de la vida íntima de las personas o de manifestaciones o 
cartas privadas no destinadas a quien haga uso de tales medios, así como su grabación, 
registro o reproducción. 
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3. La divulgación de hechos relativos a la vida privada de una persona o familia que 
afecten a su reputación y buen nombre, así como la revelación o publicación del 
contenido de cartas, memorias u otros escritos personales de carácter íntimo. 
4. La revelación de datos privados de una persona o familia conocidos a través de la 
actividad profesional u oficial de quien los revela. 
5. La captación, reproducción o publicación por fotografía, filme o cualquier otro 
procedimiento, de la imagen de una persona en lugares o momentos de su vida privada 
o fuera de ellos, salvo los casos previstos en el artículo 8.2. 
6. La utilización del nombre, de la voz o de la imagen de una persona para fines 
publicitarios, comerciales o de naturaleza análoga. 
7. La imputación de hechos o la manifestación de juicios de valor a través de acciones 
o expresiones que de cualquier modo lesionen la dignidad de otra persona, 
menoscabando su fama o atentando contra su propia estimación. 
8. La utilización del delito por el condenado en sentencia penal firme para conseguir 
notoriedad pública u obtener provecho económico, o la divulgación de datos falsos 
sobre los hechos delictivos, cuando ello suponga el menoscabo de la dignidad de las 
víctimas.” 
En caso de autorización expresa por ley, autorización expresa del afectado, o cuando se trate de 
opiniones manifestadas por diputados o senados en el ejercicio de sus funciones no se apreciará 
la existencia de intromisión ilegítima (art. 2.2 de la Ley).  
Art. 9. 1.” La tutela judicial frente a las intromisiones ilegítimas en los derechos a que se 
refiere la presente Ley podrá recabarse por las vías procesales ordinarias o por el 
procedimiento previsto en el artículo 53.2 de la Constitución. También podrá acudirse, cuando 
proceda, al recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. 
2. La tutela judicial comprenderá la adopción de todas las medidas necesarias para poner fin a 
la intromisión ilegítima de que se trate y, en particular, las necesarias para: 
a) El restablecimiento del perjudicado en el pleno disfrute de sus derechos, con la 
declaración de la intromisión sufrida, el cese inmediato de la misma y la reposición del 
estado anterior. En caso de intromisión en el derecho al honor, el restablecimiento del 
derecho violado incluirá, sin perjuicio del derecho de réplica por el procedimiento 
legalmente previsto, la publicación total o parcial de la sentencia condenatoria a costa del 
condenado con al menos la misma difusión pública que tuvo la intromisión sufrida. 
b) Prevenir intromisiones inminentes o ulteriores. 
c) La indemnización de los daños y perjuicios causados. 
d) La apropiación por el perjudicado del lucro obtenido con la intromisión ilegítima en sus 
derechos. 
Estas medidas se entenderán sin perjuicio de la tutela cautelar necesaria para asegurar su 
efectividad. 
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La existencia de perjuicio se presumirá siempre que se acredite la intromisión ilegítima. La 
indemnización se extenderá al daño moral, que se valorará atendiendo a las circunstancias 
del caso y a la gravedad de la lesión efectivamente producida, para lo que se tendrá en 
cuenta, en su caso, la difusión o audiencia del medio a través del que se haya producido. 
El importe de la indemnización por el daño moral, en el caso de los tres primeros 
apartados del artículo cuarto, corresponderá a las personas a que se refiere su apartado 
dos y, en su defecto, a sus causahabientes, en la proporción en que la sentencia estime que 
han sido afectados. En los casos del artículo sexto, la indemnización se entenderá 
comprendida en la herencia del perjudicado. 
En el caso del apartado cuatro del artículo cuarto, la indemnización corresponderá a los 
ofendidos o perjudicados por el delito que hayan ejercitado la acción. De haberse 
ejercitado por el Ministerio Fiscal, éste podrá solicitar la indemnización para todos los 
perjudicados que hayan resultado debidamente identificados y no hayan renunciado 
expresamente a ella. 
Las acciones de protección frente a las intromisiones ilegítimas caducarán transcurridos 
cuatro años desde que el legitimado pudo ejercitarlas.” 
En ocasiones, estos derechos fundamentales al honor, a la intimidad personal y familiar y a la 
propia imagen pueden entrar en colisión con otros derechos fundamentales, y es necesario 
ponderar adecuadamente para garantizar el respeto de los derechos en juego, por ejemplo en 
relación con la libertad de expresión y la libertad de información. 
Véase en este sentido, la STC 115/2000, de 10 de mayo de 2000 sobre el llamado caso 
“Presley” http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/4099, o la STC 81/2001, de 
26 de marzo, en el llamado caso “Emilio Aragón” 
http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/4377#complete_resolucion&completa  
 
La inviolabilidad del domicilio implica que no se puede entrar en el domicilio de una persona 
sin autorización del titular salvo con autorización judicial o en caso de flagrante delito. El 
domicilio es el espacio donde se realiza la vida, y donde el individuo no tiene que seguir los 
usos sociales, ejerce ahí su libertad íntima (Gómez Sánchez, 2011: 437). Pueden considerarse 
domicilio  el espacio que se habita aunque no sea de su propiedad, como la habitación de un 
hotel, una habitación de un piso compartido, una habitación de un colegio mayor o residencia 
universitaria, una tienda de campaña dentro de una propiedad privada, etc.  
La titularidad corresponde tanto a personas físicas como jurídicas.  
Como hemos visto, cabe la entrada sin consentimiento del titular del derecho siempre que 
concurra un supuesto de delito flagrante, es decir, se está cometiendo un delito; o en caso de que 
se disponga de la preceptiva autorización judicial, que debe ser siempre previa a la entrada (una 
autorización posterior no valida la entrada) y debidamente motivada.  
Existe en el Código Penal español una protección del domicilio regulando los delitos de 
allanamiento de morada (arts. 202 a 204 Código Penal) que castigan con diferentes penas la 
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entrada en  morada ajena. En caso de que el delito sea cometido por funcionario o autoridad, se 
añade una pena de inhabilitación para cargo público.  
El secreto de las comunicaciones permite al titular de dicho derecho mantener fuera del 
conocimiento de otros las comunicaciones realizadas. Aunque el art. 18.3 garantiza el secreto de 
las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo resolución 
judicial; hay que entender que protege en general cualquier tipo de comunicación con 
independencia del medio utilizado, y alcanza tanto a su contenido como a la identidad de los 
interlocutores (Gómez Sánchez, 2011: 442). 
La titularidad del derecho corresponde tanto a personas físicas como jurídicas.   
Está protegido penalmente, de tal forma que los arts. 535  y 536 CP establecen penas de 
inhabilitación especial de empleo o cago público  para cualquier autoridad o funcionario que 
interceptare cualquier correspondencia o comunicaciones, mediando causa por delito, con 
violación de las garantías constitucionales, agravando las penas en caso de divulgar o revelar la 
información.  
- Videovigilancia 
Vea la siguiente presentación docente preparada por el Profesor Lorenzo Cotino Hueso, 
http://ocw.uv.es/ciencias-sociales-y-juridicas/seguridad-privacidad-y-proteccion-de-datos-
i/4videovigilancia.pdf  
- El derecho fundamental a la protección de datos y su desarrollo legislativo. 
Como hemos visto, el art. 18.4 prevé que la ley limitará el uso de la informática para tutelar los 
derechos contemplados en el art. 18, pero no incluye explícitamente el derecho a la protección 
de datos, pero éste “ha llegado a constituirse en derecho con fundamento constitucional a través 
de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional” (Gómez Sánchez, 2011: 434). 
En efecto, el Tribunal Constitucional consideró que la limitación del uso de la informática 
constituye una garantía constitucional de otros derechos y también como un derecho frente a las 
potenciales agresiones derivadas de un uso ilegítimo del tratamiento de datos (STC 254/1993, 
de 20 de julio); y siendo que el derecho fundamental a la intimidad no ofrece una protección 
suficiente dentro de esta nueva realidad propiciada por las nuevas tecnologías se introdujo la 
institución prevista en el art. 18.4, que constituye a su vez “en sí mismo, un derecho o libertad 
fundamental” (STC 292/2000).  
En este sentido, se puede afirmar que en España el derecho fundamental a la protección de datos 
es un derecho de creación y desarrollo jurisprudencial basándose en el apartado 4 del art. 18 de 
la Constitución.  
Este derecho fundamental a la protección de datos implica un poder de disposición y de control 
sobre los datos personales, de tal forma que se faculta a la persona titular del mismo para decidir 
los datos que proponía a un tercero, y en su caso saber quién los tiene y oponerse a su posesión 
y uso. Por supuesto que este derecho fundamental no es ilimitado, pues caben restricciones 
derivadas de la Constitución o de la ley.  
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Este derecho fundamental ha sido desarrollado en España a través de la Ley Orgánica 15/1999, 
de 13 de diciembre de Protección de Datos de Carácter Personal (LOPD), y por su 
Reglamento aprobado por Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre.  Hay que tener en 
consideración que ésta Ley Orgánica supone la trasposición de la Directiva 95/46/CE, del 
Parlamento y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las personas 
físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos 
datos,  que es la que ha configurado los principios y conceptos que se han incorporado en la 
LOPD.  
Hay que advertir, por otro lado, que existe una Propuesta de Reglamento  del Parlamento 
Europeo y del Consejo relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos (Reglamento general de 
protección de datos), http://eur-
lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2012:0011:FIN:ES:PDF  que una vez 
pasados los oportunos trámites y aprobado sustituirá pronto a la normativa anterior, la Directiva, 
y que obligará a los Estados miembros, entre ellos a España, a reformar y adaptar su legislación.  
A efectos de garantizar una efectiva protección de los datos de carácter personal, se creó en 
España la Agencia Española de Protección de Datos ( 
https://www.agpd.es/portalwebAGPD/index-ides-idphp.php ) 
También a nivel autonómico se han creado otras Agencias de Protección de Datos como la 
Agencia Catalana de Protección de Datos, la Agencia de Protección de Datos del País Vasco, o 
la Agencia de Protección de Datos de la Comunidad de Madrid.  
-Véase el material docente preparado por el Profesor Lorenzo Cotino a propósito de la 
privacidad y su protección constitucional  
http://ocw.uv.es/ciencias-sociales-y-juridicas/seguridad-privacidad-y-proteccion-de-datos-
i/tema2do.pdf  
http://ocw.uv.es/ciencias-sociales-y-juridicas/seguridad-privacidad-y-proteccion-de-datos-
i/5rgtoprotecciondatos2008.pdf  
-Véase el material docente sobre el control del tráfico preparado por el Profesor Lorenzo 
Cotino, en el apartado primero del siguiente material: 
http://ocw.uv.es/ciencias-sociales-y-juridicas/plant/1tema12cotino.pdf  
-Véase la Guía de la Agencia Española de Protección de Datos sobre Seguridad:  
https://www.agpd.es/portalwebAGPD/canaldocumentacion/publicaciones/common/Guias/GUI
A_SEGURIDAD_2010.pdf  
-La Propuesta de Reglamento  del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a la protección 
de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre 
circulación de estos datos (Reglamento general de protección de datos), http://eur-
lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2012:0011:FIN:ES:PDF, que hemos 
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comentado antes. Y un breve análisis del mismo: 
http://www.expansion.com/2013/06/20/empresas/tmt/1371710142.html 
-El Informe de la Agencia Europea de Derechos Fundamentales sobre las funciones de las 
Agencias sobre Protección de Derechos Fundamentales, y que permite una perspectiva de la 
protección de datos en Europa: 
http://fra.europa.eu/sites/default/files/fra_uploads/815-Data-protection_en.pdf  
 
D) DERECHO DE REUNIÓN. MANIFESTACIONES Y HUELGAS 
Art. 21 CE. 
1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este 
derecho no necesitará autorización previa. 
2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se 
dará comunicación previa a la autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando 
existan razones fundadas de alteración del orden público, con peligro para 
personas o bienes. 
 
Art. 11 CEDH. 
Libertad de reunión y de asociación 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión pacífica y a la libertad de 
asociación, incluido el derecho a fundar, con otras, sindicatos y de afiliarse a los 
mismos para la defensa de sus intereses. 
2. El ejercicio de estos derechos no podrá ser objeto de otras restricciones que 
aquellas que, previstas por la ley, constituyan medidas necesarias, en una sociedad 
democrática, para la seguridad nacional, la seguridad pública, la defensa del 
orden y la prevención del delito, la protección de la salud o de la moral, o la 
protección de los derechos y libertades ajenos. El presente artículo no prohibe que 
se impongan restricciones legítimas al ejercicio de estos derechos por los 
miembros de las fuerzas armadas, de la policía o de la Administración del Estado 
 
Art. 12 CDFUE. 
Libertad de reunión y de asociación 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión pacífica y a la libertad de 
asociación en todos los niveles, especialmente en los ámbitos político, sindical y 
cívico, lo que supone el derecho de toda persona a fundar con otras sindicatos y a 
afiliarse a los mismos para la defensa de sus intereses. 
2. Los partidos políticos a escala de la Unión contribuyen a expresar la voluntad 
política de los ciudadanos de la Unión. 
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